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I. Afirmaciones del escrito
1. Notable abandono de ministros se configura por infracción al deber de control de convencionalidad al resolver recursos de amparo. El otorgamiento de la libertad condicional sin sujetarse a los requisitos del derecho internacional de los Derechos Humanos y derecho penal internacional por los delitos de lesa humanidad.
2. Haber infringido gravemente deberes sustantivos emanados de tratados internacionales de Derechos Humanos (p. 13).
3. Todo esto recae en delitos de lesa humanidad.
DL 321, art. 2

110 del Estatuto de Roma, 1998, CPI.

II. Supuestos jurídicos de la Acusación. Un supuesto de derecho penal, otro de derecho internacional y tres de derecho constitucional.
· Que existe una norma precisa de derecho internacional de derechos humanos aplicable a este caso específico.
· Que esa norma específica de derecho internacional, que exige plazos de cumplimiento de la condena y colaboración del condenado con la CPI, constituye ius cogens;
· Que la jerarquía de ese precepto internacional de ius cogens prima por sobre un precepto legal vigente del derecho interno;
· Que la primacía de ese precepto de derecho internacional, preciso, de ius cogens y jerárquicamente superior al derecho interno, debe forzosamente aplicarse por los magistrados de la Corte Suprema con preferencia al derecho interno al resolver un recurso de amparo, y no por el TC en un procedimiento específico de inaplicabilidad deducido contra la ley interna. “El control de convencionalidad es una obligación de toda autoridad pública” (p. 61).
· Que la única forma de cumplir con el derecho internacional de derechos humanos, por tanto, es aceptar esta forma de control difuso, total y automática de control de convencionalidad.

III. Discusión sobre supuestos de acusación.  Aspectos en los que hay discusión doctrinaria y la CPR no ha definido una opción explícita.

1. Jerarquía de los tratados internacionales de derechos humanos.
2. Control de Convencionalidad y forma de ejercerse. Efecto de un precepto específico en tratados internacionales de DDHH que contraríe el derecho interno. Doctrina propone cuatro modelos.

a) Obligación al Estado para adecuar su legislación (Caso OIT, caso CIDH censura);
b) Obligación al tribunal nacional al que le es sometido el precepto legal nacional en conflicto de dejarlo sin efecto con efectos generales (TC) o particulares (TC inaplicabilidad);
c) Obligación de todos los tribunales nacionales de aplicar el tratado internacional con preferencia al derecho nacional, directamente y sin previo procedimiento especial.
d) Obligación de todos los funcionarios del Estado, no solo jueces, de aplicar directamente y sin previo procedimiento el tratado internacional por sobre el derecho nacional.

Síntesis:
· No hay una definición explícita y completa en el derecho chileno sobre el control de convencionalidad. Artículo 93, N°3 CPR.

· Ejemplo de diferencias recientes entre Corte Suprema y Tribunal Constitucional sobre control de convencionalidad

· Caso ciudadano húngaro y derecho al matrimonio (Recurso de protección acogido CS, 2017).
· Otras diferencias sobre legislación nacional. Caso derogación tácita del DL 2.695 sobre pequeña propiedad raíz. Inconstitucionalidad sobrevenida.
IV. Dos inconsistencias medulares de la Acusación: 

a. Pese a afirmación de control difuso de convencionalidad, se cita sentencia de la CIDH, caso Gelman Vs. Uruguay (2011), en que la Corte afirma que los jueces en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex officio un control de convencionalidad entre las normas internas y la Convención Americana, “evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes”.
b. Pese a que la Acusación promueve el control de convencionalidad directo por parte de toda autoridad pública (Nº3, p. 61), reconoce que obliga al Estado a adecuar su legislación interna, “provocando la expulsión de normas contrarias a la CADH” (p. 63).

Síntesis opinión A. Fermandois sobre acusación:
1. La acusación descansa en cuatro supuestos jurídicos sobre el control de convencionalidad, pero que no están ni resueltos ni asentados en el derecho chileno, y sobre los cuales hay opiniones, doctrina y jurisprudencia cuantiosa y discordante.
2. No puede imputarse el más grave ilícito constitucional previsto en la CPR para los magistrados, sancionado con remoción del cargo, a jueces que han emitido su resolución optando por una vía interpretativa legítima en medio de este marco de incerteza normativa y falta de definición por el derecho interno.
3. Una acusación promovida en este contexto produce un grave efecto en la independencia que el Congreso Nacional debe garantizar al Poder Judicial, por la vía del efecto intimidante de una remoción, vulnerando la Constitución en términos tan graves como si se tratara de la revocación de una sentencia.

V. En cuanto al notable abandono de deberes. Parámetros internacionales.
1. Las dos tesis en doctrina: delitos ministeriales; y grave, permanente e inhabilitante infracción de derecho.

2. Parámetros Internacionales de Derecho Comparado para asegurar independencia. 
Naciones Unidas sostiene que los procesos judiciales no pueden ser objeto de interferencia inapropiada, que las decisiones de los tribunales no pueden estar sujetas a revisión y que las acusaciones contra los jueces deben respetar el debido proceso y operar sólo por razones que los incapacite para cumplir con sus deberes (ONU, 1985). 
· Parámetros Específicos de la Mancomunidad Británica para remoción de jueces:
i. Causales sustantivas deben estar previstas con precisión

ii. Incapacidad física o mental y grave mal comportamiento (serious misconduct or misbehavior)
· ¿Qué significa grave mal comportamiento? (Relator especial de la ONU)
· No puede fundarse en “el contenido de sus sentencias, veredictos u opiniones o votos judiciales, como tampoco en errores judiciales o crítica a la Corte” (cita al Relator Especial de las Naciones Unidas para la Independencia de los Jueces y Abogados, de 2014).
· El principio consiste en que las sentencias judiciales se impugnan por mecanismos de apelación.
· Remoción sólo puede fundarse en mal comportamiento grave e inexcusable que causen al poder judicial un desprestigio (gross and inexcusable misbehavior; judiciary disrepute).
· Caso Presidente de la Corte de Gibraltar (2009): “Tan importante es la independencia Judicial, que la remoción de un juez solo puede justificarse en que las faltas del juez son tan graves, que se destruye la confianza en la habilidad del juez para desempeñar su función judicial”. “No es suficiente si la conducta del juez es impopular en un gran sector de la opinión pública”. (Privy Council)
.
· Las recomendaciones de estos órganos suelen incluir garantías como:
· el establecimiento de comisiones independientes que investiguen los hechos de forma preliminar (asegurando un debido proceso);
· que la remoción sea aprobada por amplias mayorías parlamentarias (normalmente dos tercios de los legisladores). Esta última regla es seguida en países como Alemania (jueces constitucionales) y EE.UU (jueces federales).
· Refutaciones aisladas AFV a afirmaciones escrito: 
3. Que la acusación no es un atentado contra el Estado de derecho porque:
3. No hay órganos dotados de irresponsabilidad. El rechazo de la acusación no envuelve afirmar que los magistrados son irresponsables. 
3. No importa una revisión de sus sentencias. AFV: depende que se entienda por una revisión de sentencia.
3. Que no es una revisión de la sentencia:
3. Página 23: se discrepa sobre alcances específicos y completamente discrecionales en materia de requisitos para la libertad condicional. Se discrepa de la Corte Suprema sobre cómo ésta exige que le Comisión de Libertad Condicional funde mejor por qué el condenado no podrá reinsertarse en la sociedad, en lugar de remitirse sin ningún tipo de consideración a los informes de peritos sicológicos. AFV: en consecuencia, la acusación discurre sobre posibles interpretaciones de la norma; insiste que debe una interpretación posible de la norma, lo que constituye la clase de ejercicio que la CPR le prohíbe al Congreso Nacional.
� Fuente: Report of the Special Rapporteur on the independence of judges and lawyers, Gabriela Knaul, UN Doc A/HRC/26/32 (2014) (hereafter Annual Report 2014), para 87. See also the Committee of Ministers of the Council of Europe is contained in the Recommendation to Member States on Judges: Independence, Efficiency and Responsibilities, CM/Rec (2010) 12,





